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Introducción

Actualmente en nuestro país, por medio del Fondo Solidario de Elección de Vivienda o DS 49,
se promueve “el acceso de las familias que se encuentran en situación de vulnerabilidad a una
solución habitacional a través de un subsidio otorgado por el Estado” (BCN, 2020). Este modelo
de provisión habitacional se ha consolidado como un sistema subsidiario y tercerizado al
mundo privado, en el cual se entregan vouchers (subsidios) transables en el mercado por una
vivienda propia (Fuster-Farfán, 2019), en calidad de propiedad privada. Si bien existen diversas
críticas a las falencias que presenta el sistema de provisión de vivienda amparado en un
modelo neoliberal, desde diversos espacios tanto públicos como privados
(Valdebenito-Valdebenito, Alvarez, Hidalgo y Vergara, 2020) se han levantado esfuerzos por
cambiar la lógica con la que opera este sistema, pero que de igual manera resultan
insuficientes, al no poder reproducirse constantemente debido a las diversas barreras políticas,
sociales, económicas y culturales a las que se enfrentan. En ese sentido, poder consolidar el
derecho a una vivienda adecuada, derecho que por lo demás, no se encuentra consagrado en
la actual Constitución, a pesar de que nuestro país se encuentra suscrito a diferentes tratados o
pactos que resguardan el derecho a una vivienda adecuada (BCN, 2020a), este se ha
transformado en una de las deudas más grandes de nuestra sociedad.

En ese sentido, lo que propone el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, desde el año 2017, bajo
el amparo del Fondo Solidario de Elección de Vivienda, al ampliar la alternativa de postulación
tradicional, convocando a cooperativas de vivienda cerradas a un proceso de selección en
condiciones especiales para el otorgamiento de subsidios (Resolución Exenta N° 11504/2017),
proceso que se repitió este 2020, ampliando el cupo a más cooperativas y alcanzando más
regiones (Resolución Exenta 1266/2020). Esto resulta ser una propuesta interesante que puede
hacer sentido a las discusiones que han comenzado a levantar los pobladores y pobladoras
organizados en relación al derecho a la vivienda como un derecho social, reivindicando su valor
de uso al contrario de la lógica mercantil con la que hoy es transada la vivienda, como un valor
de cambio, en el mercado. Lo último, resulta posible debido a la liberalización del suelo al
mercado durante la dictadura cívico-militar y el amplio resguardo de la propiedad privada,
transformando a la vivienda en una especie commodity más (Farha, 2017).

En ese sentido, apostar por el cooperativismo, el cual promueve la cooperación entre sus
socios, colectivizando la producción, la distribución y los excedentes generados por la
cooperativa, se opone de por sí al paradigma de la propiedad individual y privada (Sugranyes,
Morales y Aravena, 2014) que promueve la actual política habitacional, entonces ¿es posible
levantar cooperativas de vivienda que cumplan con los ideales cooperativos en el contexto del
Chile neoliberal para asegurar el derecho a la vivienda adecuada? Creo que esta pregunta
puede tener diversas respuestas, sobretodo cuando miramos a nuestros vecinos y sus
experiencias, como el exitoso caso de Uruguay. En ese sentido, la premisa de esta
investigación es que la cooperativa llevada a sus fundamentos presume la propiedad colectiva,
lo que permite el despliegue y con ello el reconocimiento total del derecho a una vivienda
adecuada, pero que en nuestro país se ve enfrentada a diversos obstáculos principalmente



ideológicos, que se ven expresados en barreras conceptuales, normativas y metodológicas
ancladas a la base de la propiedad privada individual.

Antecedentes sobre vivienda en Chile hoy

Según datos de la Cámara Chilena de Construcción (2019), basados en el CENSO 2017, el
déficit habitacional, es decir la “cantidad de viviendas que faltan para dar satisfacción a las
necesidades de una determinada población” (MINVU, 2007) en nuestro país, asciende a
739.603 viviendas, equivalentes a 2.218.809 millones de personas. Es posible observar,
además, que en comparación con el CENSO 2015 aumentó un 13% el déficit habitacional y un
35% el allegamiento. Este último factor, el allegamiento, afecta principalmente a las familias
que tienen bajos ingresos e ingresos medios (De Ruyt, 2019). Pero además, el Catastro
Nacional de Campamentos (MINVU, 2019) dio cuenta de la existencia de 802 campamentos en
nuestro país, lo que corresponde a 47.050 hogares, aumentando 51% en comparación a las
cifras de 2011 (DIPRES, 2019), datos que guardan estrecha relación con el alto valor del suelo
y las viviendas en el mercado (De Ruyt, 2019), transformándose en un bien -bajo la lógica
neoliberal - inaccesible para altos porcentajes de la población. Algunos académicos han
advertido que “el alto precio de la vivienda está sobreendeudando a la clase media y empuja a
muchos pobres de vuelta a los campamentos” (Aguirre y Vergara, 2019). Además, ya en 2017
se había informado que la cantidad de campamentos en nuestro país eran casi idénticas a las
que había en 1985 de acuerdo con una comparación realizada por Bienes Nacionales
(Gonzalez, 2018). En ese sentido, Rodriguez y Sugranyes (2005) recuerdan que desde ese
mismo año, 1985, el Estado centró la política habitacional en la disminución del déficit de
viviendas siendo incluso comparadas sus cifras con las que se vivieron en Europa después de
la segunda guerra mundial. De igual manera, el agotamiento de esta política se vio reflejada en
el fenómeno de los con techo, “pero de mala calidad, con techo, pero pauperizados y
periferizados de sus redes y capital social” (Muñoz, 2020). Son característicos de este periodo
proyectos de vivienda social financiados por el Estado tales como el conjunto habitacional “El
Volcán San José de Puente Alto” o las comentadas casas Copeva (Rodriguez y Sugranyes,
2005). En ese sentido, diversos investigadores (Ruiz-Tagle, Encinas, Czischke, Carroza,
Valenzuela y Cortés-Urra, 2020) han señalado una segunda fase en la política habitacional que
nace el año 2006 con la implementación de la Nueva Política Habitacional del MINVU
(Ministerio de Vivienda y Urbanismo), centrada en mejorar la calidad e integración social de las
viviendas (MINVU, s.f). Estos autores (Ruiz-Tagle et al., 2020) observan además que existe una
especie de agotamiento de la política pública frente al creciente déficit cuantitativo de vivienda
en nuestro país, destacando que ambas no tienen una relación causal directa, pero que resulta
pertinente observar como parte del diagnóstico que arrojó su propuesta para la Formulación de
Programa Habitacional para Cooperativas de Vivienda en Chile. De igual forma, no se debe
desconocer que, a pesar del panorama, se han logrado mejoras en la construcción de
viviendas sociales como el aumento del metraje, y han existido proyectos habitacionales de
vivienda social calificados como exitosos, tales como los que ha llevado a cabo la Elemental,
oficina a cargo del prestigioso arquitecto Alejandro Aravena, iniciativas que cuesta repetir
debido al alto precio del suelo (Espinoza, 2020).



Fuente: Ruiz-Tagle, J., Encinas, F., Czischke, D., Carroza, N., Valenzuela, F., Cortés-Urra, V (2020).

En ese sentido, existen diversos argumentos respecto al déficit habitacional y su relación con el
alto valor del suelo. Desde la Cámara Chilena de la Construcción, entidad más cercana al
negocio inmobiliario, argumentan que se debe a un déficit de suelos urbanizables (CChC,
2012). Este argumento, según Gonzalo Winter, presidente de la Comisión de Vivienda de la
Cámara de Diputados, no es real (Fuentes, 2019), algo que Pablo Trivelli economista de la
Universidad de Chile y editor del Boletín de Mercado de Suelo Urbano en Santiago, refiriéndose
a la región metropolitana, también ha refutado, asegurando que existen al menos 555
hectáreas disponibles para la construcción en el sector más céntrico de la región (Centro de
Desarrollo Urbano Sustentable, 2017). Por otro lado, el Colegio de Arquitectos de Chile (2018),
en mayo de 2018, publicó un comunicado que, centrado en el déficit habitacional por
allegamiento, establecía como principal tendencia de este aumento, los requerimientos de
localización por parte de la población quienes demandan no sólo vivienda, sino también ciudad,
en ese sentido, este argumento también lo han levantado diversos pobladores, manifestando la
intención de continuar en sus comunas de origen (Castillo, 2011, p. 137), pero no como un
argumento para explicar los altos valores de la vivienda. El Colegio de Arquitectos agrega,
además, la importancia de ajustar los instrumentos de planificación territorial y los mecanismos
que faciliten la gestión del suelo y su propiedad. Aguirre y Vergara (2019), sostienen que
desde la academia se ha argumentado que la vivienda en tanto propiedad privada se utiliza
como vehículo de inversión, siendo los altos precios del suelo el resultado de la especulación
sobre el mercado de la vivienda, algo que según los investigadores, resulta especialmente
grave atendiendo a los bajos salarios y su estancamiento. Esto último, ha obligado a las
personas a optar por arrendar ya que “los precios de [la] vivienda han subido mucho más de lo
que han subido las remuneraciones” (Ugarte, 2019). En ese sentido, y teniendo en cuenta la
lógica de subsidiariedad del estado, es decir que interviene en los casos donde el mercado no
es capaz de asegurar la correcta asignación de bienes, es este último el encargado de regular,
mediante la regla de oferta y demanda la colocación de viviendas en las ciudades



(Vergara-Perucich et al., 2020), permitiendo tratar a la vivienda como un valor de cambio, por
sobre un valor de uso, algo que para los inversionistas significa grandes ganancias, debido a
que las rentabilidades de los activos inmobiliarios son mayores que las del mercado bursátil
(Ugarte, 2019).

Derecho a la vivienda adecuada en un Estado Neoliberal.

Lo anterior, no podría ser posible sin un marco jurídico adecuado como el que promueve la
actual Constitución Política de la República. La carta fundamental ha sido una herramienta vital
para asegurar el cumplimiento del proyecto político-económico fundado sobre la ideología de
los Chicago Boys (Vergara-Perucich et al., 2020) conocida como neoliberalismo, el cual puede
ser definido como

una teoría de prácticas político-económicas que afirma que la mejor manera de
promover el bienestar del ser humano, consiste en no restringir el libre desarrollo de las
capacidades y de las libertades empresariales del individuo, dentro de un marco
institucional caracterizado por derechos de propiedad privada, fuertes mercados libres y
libertad de comercio. El papel del Estado es crear y preservar el marco institucional
apropiado para el desarrollo de estas prácticas. (Harvey, 2005, p. 6).

En este sentido, y siguiendo a Ortiz (2014), el neoliberalismo es un modelo económico que
reformula los roles entre el Estado, el mercado y la sociedad, que no sólo se dirige como
proyecto económico-político, sino que trasciende a todos los campos de la vida social. De esta
manera el Estado neoliberal es el encargado de proteger y velar por los derechos de la
propiedad privada individual, el imperio de la ley, las instituciones de libre mercado y comercio,
entendiendo a estos como puntos esenciales para la aseguración de las libertades individuales.
Así, “el Estado en su papel de facilitador de las condiciones de libre mercado, se enfoca en tal
labor, dejando de lado la garantía de derechos para el ciudadano” (Ortiz, 2014, p.192).

Como se mencionó anteriormente, la Constitución de 1980, no incorporó el derecho a la
vivienda de forma directa, pero como contraparte en ella se promueve un fuerte régimen de
propiedad privada (Aguirre-Perucich et al., 2020). Aun así, en su artículo 5 se plantea el
reconocimiento de derechos esenciales y los tratados internacionales ratificados por Chile,
como la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 o el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) de 1966, estableciendo este último en
su artículo 11 que los Estados parte “reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida
adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una
mejora continua de las condiciones de existencia” (BCN, 1989). El derecho a la vivienda
adecuada es parte de lo que Organización de las Naciones Unidas define como nivel de vida
adecuado, abarcando todos los derechos contenidos en el PIDESC, los que además tienen
igual jerarquía siendo “derechos universales, pero también interrelacionados, interdependientes
e indivisibles” (Schönsteiner, Didier, Cisterna y Alarcón, 2016). Además, este derecho, es
reconocido en otros instrumentos internacionales centrados en la protección de derechos de
determinados grupos como las mujeres, niñas, niños y adolescentes, refugiados, entre otros



(Espejo, 2010). En ese sentido, y siguiendo a Espejo (2010), el derecho a la vivienda
corresponde a un derecho compuesto, cuya violación hace peligrar a otros derechos de igual
importancia, necesarios para alcanzar un nivel de vida digna. De esta manera, se debe
comprender que “la vivienda es algo más que la vivienda. Es el lugar donde convivir, reproducir
la fuerza de trabajo y construir lazos afectivos. La vivienda es también una de las condiciones
para acceder de facto a la ciudadanía” (Borja, 2016, p. 245). Para Angelcos (2016), la
incorporación de la concepción de “vivienda digna”,

podría interpretarse como una lucha contra la segregación residencial y las
consecuencias que, en términos de exclusión social, ésta tiene. En este contexto,
comienza a desarrollarse, al interior de las organizaciones, un discurso relativo, ya no
sólo al derecho a la vivienda, sino también al derecho a la ciudad (Angelcos, 2006,
p.334).

En ese sentido, el derecho a la ciudad puede comprenderse como

una demanda que contrasta con la de décadas atrás por el "derecho a la vivienda". Las
movilizaciones no se reducen, como en el pasado, a llamados al Estado para que se
haga cargo de sus carencias. La lucha actual parece ser, en medida importante, la de
quienes buscan ser reconocidos como ciudadanos con plenos derechos (Sabatini &
Wormald, 2004, p. 74)

De esta manera podemos entender que el derecho a la ciudad abarca las condiciones sociales,
económicas, políticas y culturales que permiten a las y los pobladores autogestionar su hábitat
en calidad de ciudadanos que ejercen sus derechos fundamentales, tratándose a la vez más de
un derecho “colectivo que individual, ya que la reinvención de la ciudad depende
inevitablemente del ejercicio de un poder colectivo sobre el proceso de urbanización” (Harvey,
2013). Así, el reconocimiento del derecho a una vivienda adecuada permitiría en cierta medida
avanzar en el proceso de construcción del derecho a la ciudad evitando la creación de nuevas
masas de “condenados de la ciudad” (Wacquant, 2007).

Como se mencionó anteriormente, nuestra Constitución no reconoce explícitamente el derecho
a la vivienda adecuada como derecho fundamental, pero durante la dictadura cívico-militar, se
llevaron a cabo dos reformas que afectaron directamente a la vivienda y la ciudad, en primer
lugar, la vivienda que había sido reivindicada como un derecho por el movimiento de
pobladores a lo largo de su desarrollo histórico es transformada en una mercancía, a la cual se
puede acceder mediante un subsidio a la demanda (Angelcos, 2016), pero que en términos
técnicos, según Ana Sugranyes (2005), es un subsidio a la oferta, que funciona como incentivo
a la participación de empresas constructoras en la producción habitacional de vivienda social. Y
la segunda, es realizada por medio del nuevo Plan de Desarrollo Urbano en 1979, entregando
el suelo, entendido como la condición de posibilidad del acceso a la ciudad, a la regulación del
mercado (Angelcos, 2016, p. 330). Esto significó, y aún todavía, un proceso de mercantilización
de la vivienda en Chile, particularmente la vivienda de interés social (Rivas, 2016) en base a la
herencia neoliberal de la dictadura (Angelcos, 2016; Muñoz, 2020).



Por último, cabe mencionar que nuestro país no ha ratificado el Protocolo Facultativo del Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 2008, el cual establece los
mecanismos de denuncia e investigación en caso de no cumplimiento del PIDESC (ACNUDH,
s.f)

Mecanismo de provisión de vivienda social para sectores considerados en situación de
vulnerabilidad

El mecanismo institucional encargado de proveer “el acceso de las familias que se encuentran
en situación de vulnerabilidad a una solución habitacional a través de un subsidio otorgado por
el Estado” (BCN, 2020) es el Fondo Solidario de Elección de Vivienda, también conocido como
DS 49 el cual data desde 2011. Este programa, bajo el alero del Ministerio de Vivienda y
Urbanismo (MINVU) declara tener a la base el enfoque de derechos de humanos por el hecho
de incorporar en cualquiera de las etapas del programa a diferentes grupos que viven
situaciones desventajosas, realizando acciones de afirmación positiva por medio de la
flexibilización en las condiciones de postulación para esos grupos permitiendo así, disminuir las
brechas de acceso al programa (MINVU, 2017). En ese sentido, el enfoque de derechos
humanos, “es un marco conceptual para el proceso de desarrollo humano que se basa
normativamente en las normas internacionales de derechos humanos y está orientado
operativamente a promover y proteger los derechos humanos” (HRBA, s.f), función que puede
ser entendida como freno y defensa en situaciones de conflicto, encargándose de proteger a
los individuos frente al Estado (Luhmann, 2010) pero no se agota ahí, sino que también
“estructuran el entorno de la burocracia estatal en una forma que estabiliza el mantenimiento
del Estado como subsistema de la sociedad y posibilita, en general, una actividad de
comunicación más efectiva y eficaz” (Luhmann, 2010, p. 126). Sin embargo, Ana Sugranyes
(s.f), advierte que el enfoque de derechos queda solo en una etapa discursiva y nuestra política
habitacional responde a criterios de financiamiento para el acceso individual a la vivienda, algo
que es posible debido a que en materia constitucional se consagra la propiedad privada lo que
contradice cualquier enfoque de derechos humanos colectivos. El año 2017, se incorporó al
Fondo Solidario de Elección de Vivienda una medida que permitió ampliar las alternativas de
acceso a la vivienda a personas y familias de grupos vulnerables por medio de un mecanismo
que asegurara la participación y la organización colectiva (BCN, 2017). Al respecto es
contingente mencionar que la participación es otro de los grandes temas que ha ocupado las
discusiones de la política pública y la academia, al respecto Ankari Canales (2020) concluye
que la política habitacional se desprendió de su componente social más íntegro algo que es
visible cuando se observa la deficiente participación social que se promueve por parte de las
Entidades Patrocinantes (EP), estas últimas tienen por función “desarrollar proyectos
habitacionales y patrocinar grupos de postulantes al subsidio habitacional” (BCN, 2011), por
medio de las EP se ha externalizado “(o más bien privatiza [do]) el proceso de postulación a
viviendas sociales” (Muñoz, 2020).
Este primer llamado realizado por el MINVU, seleccionó dos cooperativas que hoy en día son
proyectos piloto, la Cooperativa Ñuke Mapu y la Cooperativa Paihuén, destacando entre ellas la
cooperativa Ñuke Mapu. Esta surge de la colaboración entre el municipio de la comuna Pedro



Aguirre Cerda y la SELVHIP (Secretaría latinoamericana de Vivienda y Hábitat Popular) en el
año 2013, lo particular de esta cooperativa es que ha definido el uso y goce de manera
indefinida, lo que significa que han definido propiedad colectiva indefinida por medio de sus
estatutos (Ruiz-Tagle, 2020). Esto difiere en general con la lógica con la que han operado gran
parte de las cooperativas cerradas de vivienda en nuestro país, quienes luego de cumplir la
finalidad de la cooperativa optan por su disolución (Valdebenito-Valdebenito et al., 2020), de
hecho la cooperativa Paihuen, optó por terminar con la propiedad colectiva obligatoria que
impone la prohibición de venta del Serviu después de cumplir la cantidad de años que exige la
ley (Ruiz-Tagle, 2020).
Si bien la promoción del cooperativismo de vivienda cerrada no es parte de un programa
permanente, este 2020 nuevamente se abrió el llamado a postulación a cooperativas en la
misma modalidad (BCN, 2020b) pero, ampliando el llamado a otras regiones y a una mayor
cantidad de cooperativas:

Fuente: RESOLUCIÓN 1266 EXENTA. Ministerio de Vivienda y Urbanismo

Cooperativismo

La lógica que hay detrás del cooperativismo difiere absolutamente con aquella que se
promueve desde la lógica neoliberal a través de la maximización de ganancias por quienes son
dueños del capital. Como se mencionó anteriormente el cooperativismo promueve la
cooperación entre sus socios, colectivizando la producción, la distribución y los excedentes
generados por la cooperativa, oponiéndose de por sí al paradigma de la propiedad individual y
privada (Sugranyes, Morales y Aravena, 2014) que rige a nuestra política habitacional.
El cooperativismo cuenta con una larga data en el mundo y también en nuestro país. Al
respecto es posible mencionar que el cooperativismo es un modo de organización que nace en
respuesta a problemáticas surgidas de los procesos económicos, sociales y culturales
producidos por el impacto de la Revolución industrial, y consiste en un grupo o asociación de
personas que se han unido voluntariamente para satisfacer necesidades y aspiraciones



económicas, sociales y/o culturales comunes por medio de una empresa de propiedad conjunta
democráticamente controlada, autónoma y abierta (Piñeiro-Harnecker y Cruz, 2011, p.34).
Otros autores (Mora 2012, p. 32) las consideran una entidad creada por la capacidad
organizativa y participativa de la población para resolver los problemas del trabajo, subsistencia
y calidad de vida, que nacen como respuesta ante las condiciones imperantes de un sistema
excluyente e inequitativo.

En ese sentido, una cooperativa es una asociación de personas y no de capitales, donde lo
asociativo y social guía el funcionamiento, y donde cada persona tiene el mismo poder de toma
de decisiones, independientemente del aporte hecho al capital de la cooperativa
(Piñeiro-Harnecker y Cruz, 2011). La ley chilena nos dice que las cooperativas son
asociaciones que de conformidad con el principio de la ayuda mutua tienen por objeto mejorar
las condiciones de vida de sus socios. Con esto se puede entender que las cooperativas son
organizaciones de carácter económico que funcionan a partir de los principios y valores
cooperativos. (Aguilera, 2014, p. 2). De esta forma, la cooperativa desafía la “racionalidad” del
mercado (Bowman & Stone, 2007). Sin embargo, a pesar de que las cooperativas guardan un
ideario crítico del sistema económico, con la esperanza de un futuro no capitalista, la mayoría
han “degenerado”, pues fracasaron o se han convertido en capitalistas (Bowman & Stone,
2007, p. 51). Concuerdan con esto Pichetti y Xiques (2003), pues señalan:

La idea de la apropiación de los medios de producción por cooperativas aisladas y
autoadministradas en el seno de un sistema capitalista de producción es cuanto menos
utópica. O fracasan o se transforman inevitablemente en empresas que establecen
relaciones capitalistas de explotación con el mundo exterior (Pichetti y Xiques, 2003,
p.13).

La historia del cooperativismo en Chile es de larga data, hace más de 130 años surgieron las
primeras experiencias cooperativas en la ciudad de Valparaíso y la primera ley de cooperativas
surge en 1924. El movimiento cooperativo surge en nuestro país y otros de latinoamérica
“como una manifestación del movimiento obrero o sindical, teniendo como referencia al modelo
europeo” (Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, 2014, p. 13) transformándose en una
respuesta frente a un sistema excluyente e inequitativo.

En nuestro país se reconocen al menos 6 etapas del cooperativismo (Perez, Radrigan y Martini,
2003):

1. Etapa inicial (1887-1924), primeras cooperativas de consumo
2. Iniciativa legal (1925-1963), primeras leyes, creación de CORFO
3. Desarrollo desde el Estado (1964-1970), Estado favorece directa o indirectamente con

distintas instituciones, se expande a universidades
4. Etapa de ambigüedad (1971-1974), no fue prioridad para Allende (lo consideraban

como “capitalismo encubierto”)
5. Crisis (1975-1989), tensionada entre inserción puramente económica y retorno a

movimientos cooperativistas



6. Etapa actual (1990-presente), crecimiento pese a baja prioridad por parte del Estado

Si bien luego de 2015, después de la aprobación de la nueva Ley de Cooperativas se intentó
poner énfasis en el desarrollo del cooperativismo, aún no existen las suficientes herramientas ni
apoyo por parte del Estado para asegurar el buen desarrollo de estos proyectos.

En este escenario, los trabajadores han buscado alternativas para tener un mayor control del
trabajo propio intentando escapar de la inseguridad económica existente, esto ha pasado a ser
un elemento fundamental para la creación de cooperativas. De hecho, en nuestro país se
puede observar que en el periodo de posdictadura ha habido un importante crecimiento de
estas. (Labarca, 2016, p.146) En este sentido, hace sentido lo planteado por Tomás Labarca
(2016), quien afirma que la mayoría de las organizaciones creadas en este periodo surgieron
en paralelo a un proceso de maduración del contexto sociopolítico como una crítica al modelo
de desarrollo y las condiciones de vida impuestas por el neoliberalismo (p.147). De igual
manera, se debe tener en cuenta que en

un contexto institucional neoliberal las cooperativas se pueden ver afectadas,
perjudicándolas en algunos casos, como también fortaleciéndolas en otros. Esto,
porque si bien como conjunto el contexto neoliberal perjudica la posibilidad de
florecimiento del cooperativismo, sus consecuencias económicas y sociales pueden
generar una respuesta en sectores sociales de creatividad e innovación organizativa.
(Labarca, 2016, p.138)
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